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LA ASAMBLEA GENERAL,


Teniendo en cuenta  las resoluciones AG/RES. 1717 (XXX-O/00), AG/RES. 1775 (XXXI-O/01), AG/RES. 1898 (XXXII-O/02), AG/RES. 1928 (XXXIII-O/03), AG/RES. 2027 (XXXIV-O/04), AG/RES. 2130 (XXXV-O/05), AG/RES. 2224 (XXXVI-O/06), AG/RES. 2289 (XXXVII-O/07); AG/RES. 2502 (XXXIX-O/09), AG/RES. 2593 (XL-O/10), AG/RES. 2669 (XLI-O/11) y AG/RES. 2729 (XLII-O/12);

REAFIRMANDO que la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre proclama que todas las personas son iguales ante la ley y tienen los derechos y deberes consagrados en dicha Declaración sin distinción de raza, sexo, idioma, credo, ni otra alguna;


DESTACANDO que la Convención Americana sobre Derechos Humanos reconoce que los derechos esenciales del hombre no nacen del hecho de ser nacional de determinado Estado, sino que tienen como fundamento los atributos de la persona humana;


RECORDANDO que la Declaración Universal de Derechos Humanos establece que toda persona tiene derecho a circular libremente y a elegir su residencia en el territorio de un Estado, y a salir de cualquier país, incluso el propio, y regresar a su país; 


REAFIRMANDO que los principios y normas consagrados en estos instrumentos adquieren particular relevancia   en el contexto de la protección de los derechos humanos de los las personas migrantes, incluyendo los trabajadores migratorios y sus familias; 

TENIENDO EN CUENTA:


Que en las Cumbres de las Américas, los Jefes de Estado y de Gobierno han manifestado consistentemente la importancia de garantizar la protección de los derechos humanos de  las personas migrantes, incluyendo a los trabajadores migratorios y sus familias, así como demostrado su voluntad de atender el fenómeno migratorio con un enfoque integral y de estrechar la cooperación entre los países del Hemisferio para asegurar la protección de los derechos humanos de las personas migrantes;


Los informes anuales de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), y las Opiniones Consultivas OC-16/99 (1999) y OC-18/03 (2003), emitidas por la Corte Interamericana de Derechos Humanos (Corte IDH), y el fallo de la Corte Internacional de Justicia del 31 de marzo de 2004 en el caso Avena y otros nacionales mexicanos, relativo al derecho a la notificación consular contemplado en la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares, así como su decisión del 19 de enero de 2009, en la el que se reafirman las obligaciones contenidas en el fallo Avena; 

El Programa Interamericano para la Promoción y Protección de los Derechos Humanos de los Migrantes, incluyendo a los Trabajadores Migratorios y sus Familias, aprobado mediante la resolución AG/RES. 2141 (XXXV-O/05); 


TOMANDO NOTA de las iniciativas, actividades y programas que a nivel regional  o subregional desarrollan la Conferencia Regional de Migración (Proceso de Puebla) el Diálogo de Ministros de Países Mesoamericanos, República Dominicana, Ecuador y Colombia, del Foro Andino de Migraciones, la Conferencia Sudamericana sobre Migraciones y el Foro Especializado Migratorio del MERCOSUR; y

TENIENDO EN CUENTA , según corresponda, a la Convención Internacional sobre la protección de los derechos de todos los trabajadores migratorios y de sus familiares, y a la labor del Comité de Protección de los Derechos de Todos los Trabajadores Migratorios y de sus Familiares, en el marco de las Naciones Unidas, así como a los protocolos “contra el tráfico ilícito de migrantes por tierra, mar y aire” y “para prevenir, reprimir y sancionar la trata de personas, especialmente mujeres y niños”, adicionales a la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional (Convención de Palermo);
CONSIDERANDO:


El carácter mundial del fenómeno de la migración y que mediante la cooperación internacional se puede contribuir a la elaboración, cuando corresponda,  de políticas y de prácticas nacionales que respondan mejor a las necesidades de las personas migrantes;

Que prácticamente todos los países del Hemisferio son países de origen, tránsito, y destino y/o retorno de las personas migrantes y están facultados para reglamentar la inmigración de personas que ingresan en su territorio, de conformidad con sus obligaciones en virtud del derecho internacional aplicable, incluyendo del derecho internacional de los derechos humanos y del derecho internacional humanitario; 

Que todos los países de origen, tránsito, destino y/o retorno deben aplicar sus leyes de manera que se otorgue mayor protección a los derechos humanos de las personas migrantes;

El estrecho nexo existente entre la migración, el desarrollo y los derechos humanos; 

RECONOCIENDO los esfuerzos que algunos países de tránsito o acogida realizan para atender las necesidades de las personas migrantes y asegurarles un trato humano y digno con protecciones adecuadas;

PREOCUPADA por la grave situación de vulnerabilidad en que se encuentran muchas de las personas migrantes y sus familias en el Hemisferio la cual da pie a que frecuentemente sean víctimas de delitos, malos tratos, racismo y xenofobia, así como de actos de discriminación que violan sus derechos humanos; y preocupada por el hecho de que las mujeres, niños, niñas y adolescentes migrantes son particularmente vulnerables a la violencia de género y otros tipos de explotación sexual y laboral; 


TENIENDO EN CUENTA las obligaciones de los Estados, en virtud del derecho internacional, de actuar con la debida diligencia para prevenir e investigar crímenes contra los migrantes y castigar a los culpables, y que no hacerlo viola y menoscaba o anula el goce de los derechos humanos y las libertades fundamentales de las víctimas; 

RECONOCIENDO que ciertos crímenes contra las personas migrantes, incluida la trata de personas y el tráfico ilícito de migrantes, siguen constituyendo un grave problema, que  requieren de una evaluación y respuesta internacional concertada a través de una cooperación multilateral efectiva entre los países de origen, tránsito,  destino y/o retorno para su erradicación; 

REITERANDO el llamado a la OEA a que continúe velando por el estricto cumplimiento de los derechos humanos de las personas migrantes y de los miembros de sus familias;

ADVIRTIENDO que la creciente feminización de la migración, impulsada en gran medida por factores socioeconómicos, requiere una mayor atención hacia las cuestiones de género; 


RECONOCIENDO la importancia de promover acciones para la protección de los derechos humanos y las libertades fundamentales de los niños, niñas y adolescentes en el contexto de la migración internacional; y

TOMANDO NOTA del impacto de la crisis económica y financiera sobre la migración internacional y las personas migrantes,
RESUELVE:

1. Exhortar a los Estados a promover y proteger de manera efectiva los derechos humanos y libertades fundamentales de todos las personas migrantes, incluidos los trabajadores migratorios y sus familias, con especial énfasis en las mujeres y los niños, niñas y adolescentes migrantes, sin importar su estatus migratorio, de conformidad con el derecho internacional de los derechos humanos.
2. Expresar preocupación por la legislación, interpretación, prácticas y otras medidas e iniciativas adoptadas por algunos Estados, que pueden restringir los derechos humanos y las libertades fundamentales de las personas migrantes. Frente a ello, reafirmar que los Estados, al ejercer su derecho soberano de promulgar y aplicar medidas relativas a la migración y la seguridad de sus fronteras, deben cumplir las obligaciones que les incumben en virtud del derecho internacional, a fin de que se respeten plenamente los derechos humanos de las personas migrantes.

3. Exhortar a los Estados miembros a evitar la adopción de leyes que  discriminen a  las personas migrantes de forma que violen sus derechos humanos. 

4. Instar a los países de origen, tránsito, destino y/o retorno a promover campañas orientadas a informar a las personas migrantes y sus defensores, sobre sus derechos y obligaciones; así mismo a que apliquen sus leyes de manera que se otorgue mayor protección a los derechos humanos de las personas migrantes. 

5. Condenar enérgicamente las manifestaciones o actos de racismo, discriminación racial, xenofobia y formas conexas de intolerancia contra las personas migrantes, entre otras, aquellas relacionadas con el acceso al empleo, la formación profesional, la vivienda, la instrucción, los servicios de atención de la salud, los servicios sociales y los servicios destinados al uso público. A la luz de lo anterior, instar a los Estados a que apliquen y refuercen, según corresponda, las leyes y políticas vigentes para atender estas situaciones, en particular para  hacer responsables, incluso penalmente si fuera el caso, a quienes cometen actos de racismo o xenofobia. 
6. Reiterar categóricamente que ningún Estado debe tratar como un delito en sí mismo el estatus migratorio de una persona, ni dar pie, por ese solo hecho, a la adopción de medidas de carácter penal o de efecto equivalente. 

7. Pedir a los Estados que garanticen que, en el ejercicio de su derecho soberano de promulgar y aplicar medidas relativas a la migración y la seguridad de sus fronteras, sus leyes y políticas respeten plenamente los derechos humanos de las personas migrantes, en particular en los ámbitos de la lucha contra el terrorismo y contra la delincuencia trasnacional organizada. 

8. Expresar preocupación por las crecientes actividades de la delincuencia organizada trasnacional y nacional y de otros que se benefician de los delitos contra los las personas migrantes, especialmente contra mujeres y niños, niñas y adolescentes migrantes; por las condiciones peligrosas e inhumanas a que someten a sus víctimas en flagrante violación de las leyes nacionales e internacionales; por el alto nivel de impunidad que gozan los traficantes, tratantes y sus cómplices, así como otros miembros de la delincuencia organizada; y, en este contexto, por la negación de los derechos y la justicia a las personas migrantes que han sufrido abuso.
9. Alentar a los Estados que aún no lo hayan hecho a que promulguen leyes nacionales y adopten medidas más eficaces para combatir la trata y el tráfico ilícito de personas migrantes, teniendo en cuenta que dichos delitos ponen en peligro la vida de las personas migrantes o los exponen a sufrir daños, servidumbre que puede incluir servidumbre por deudas, esclavitud, explotación sexual y/o trabajo forzoso y solicitar a los Estados que intensifiquen la cooperación internacional para combatir esa trata y tráfico ilícito. 

10. Condenar enérgicamente las violaciones a los derechos humanos de las personas migrantes, entre las que se encuentran el uso desproporcionado de la fuerza, las detenciones arbitrarias, la tortura y las violaciones del derecho a la vida, incluidas las ejecuciones extrajudiciales.  En este sentido, exhortar a los Estados a adoptar, según corresponda, medidas concretas para: i) prevenir estas violaciones, incluso en puertos o aeropuertos y en las fronteras y puntos de control de migración; ii)capacitar a los funcionarios públicos que trabajan en esos servicios y en las zonas fronterizas; iii) tratar a  las personas migrantes con respeto y de conformidad con la ley; y  iv) asegurar, de conformidad con la legislación nacional y con cualquier obligación internacional aplicables, la investigación, enjuiciamiento y, de ser el caso, sanción a los responsables de tales violaciones y reparación a las víctimas de las mismas.  

11. Pedir a todos los Estados que, de conformidad con la legislación nacional e instrumentos jurídicos internacionales aplicables de los que son parte, hagan cumplir de manera efectiva la legislación laboral y actúen cuando se infrinja dicha legislación con respecto a las relaciones laborales y condiciones de trabajo de los trabajadores migratorios, entre otras, las relativas a la remuneración y las condiciones de higiene y seguridad en el trabajo y al derecho a la libertad de asociación. Recordar en este sentido la Opinión Consultiva OC-18/03, emitida por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, la cual sostiene que “la calidad migratoria de una persona no puede constituir una justificación para privarla del goce y ejercicio de sus derechos humanos, incluyendo los de carácter laboral”. 
12. Alentar a los Estados a facilitar la transferencia segura, rápida y sin restricciones de las remesas, ganancias, bienes y pensiones de las personas migrantes a sus países de origen o cualquier otro país, de conformidad con la legislación aplicable, teniendo en cuenta que se trata de fondos propios de  las personas migrantes, y a que consideren, cuando proceda, medidas para resolver otros obstáculos a dichas transferencias. 

13. Reafirmar el derecho de toda persona de recurrir a los tribunales para hacer valer sus derechos; así como que debe disponer de un procedimiento sencillo y breve por el cual la justicia lo ampare contra actos de la autoridad que violen, en perjuicio suyo, alguno de los derechos fundamentales consagrados constitucionalmente. 

14. Reafirmar categóricamente el deber de los Estados Parte en la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares, de 1963, de cumplir con dicha Convención, incluida la obligación de, cuando ocurra en su territorio la detención de nacionales extranjeros, informar a éstos sobre su derecho a comunicarse con sus oficiales consulares. En ese sentido, llamar a la atención de los Estados la Opinión Consultiva OC-16/99 de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, así como la jurisprudencia de otros tribunales internacionales en la materia. 

15. Acoger con beneplácito los programas de inmigración adoptados por algunos países, que permiten a las personas migrantes integrarse plenamente a los países de acogida, facilitan la reunificación familiar y promueven un ambiente de armonía, tolerancia y respeto, y alentar a los Estados a que consideren la posibilidad de adoptar este tipo de programas. 

16. Exhortar a los Estados Miembros, a las organizaciones internacionales y otros actores concernidos a que, en la definición, adecuación y ejecución de su legislación, políticas, prácticas e iniciativas, según sea el caso, relacionadas con la promoción y protección de los derechos humanos de las personas migrantes, fomenten y privilegien:

a) El diálogo constructivo entre todos los Estados, autoridades nacionales competentes y actores concernidos, incluida la sociedad civil y las personas migrantes; y
b) La cooperación internacional, regional y bilateral y el intercambio de buenas prácticas y experiencias en la materia.
17. Instar a los Estados Miembros a que consideren la firma y ratificación, ratificación o adhesión, según sea el caso, de la Convención Internacional sobre la Protección de los Derechos de Todos los Trabajadores Migratorios y de sus Familiares y de todos los instrumentos jurídicos interamericanos de derechos humanos, e instar a los Estados Parte de tales instrumentos a que tomen las medidas necesarias para adecuar su marco jurídico a los compromisos contraídos por virtud de aquéllos en beneficio de todas las personas migrantes, incluidos los trabajadores migratorios y sus familias, entre otros. 

18. Exhortar a los Estados Miembros a que continúen cooperando con la CIDH y apoyando sus trabajos materia de promoción y protección de los derechos de las personas migrantes y que tenga en cuenta, según corresponda, los esfuerzos de otros organismos internacionales en favor de  las personas migrantes, incluyendo los trabajadores migratorios y sus familias, con miras a contribuir a mejorar su situación en el Hemisferio y, en particular, en lo que fuere apropiado, los esfuerzos de la Relatoría Especial sobre los Derechos Humanos de los Migrantes de las Naciones Unidas, así como los de la Organización Internacional para las Migraciones (OIM). 

19. Alentar a los Estados Miembros a que colaboren en los procesos de intercambio de información y experiencias, en el marco de la Conferencia Regional sobre Migración, la Conferencia Sudamericana sobre Migraciones, el Foro Especializado Migratorio del MERCOSUR, el Foro Andino de Migraciones, en el seno de la OEA. 
20. Solicitar  a:

a) la Secretaría General a que, a la luz de la transversalidad y prioridad de la promoción y protección de los derechos humanos de las personas migrantes, fomente una labor coordinada de todos los órganos, organismos y entidades pertinentes de la OEA en la materia;
b) la CIDH y a la Secretaría Ejecutiva para el Desarrollo Integral (SEDI) a mantener un diálogo constante con miras a desarrollar y participar en proyectos conjuntos de cooperación en la materia;
c) la CIDH que proporcione a su Relatoría sobre Derechos de los Migrantes los medios necesarios y adecuados para el desempeño de sus funciones, de conformidad con los recursos asignados en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos; y


21. Invitar a los Estados Miembros, Observadores Permanentes, órganos, organismos y entidades del sistema interamericano y otras fuentes a que realicen aportaciones voluntarias a la CIDH para el desempeño de sus funciones, a fin de fortalecer, entre otras, las actividades que desarrollan todas sus relatorías, unidades especializadas y grupos de trabajo, incluida la Relatoría sobre Derechos de los Migrantes. 

22. Instar a los Estados Miembros a que consideren la posibilidad de invitar al Relator sobre Derechos de los Migrantes a que visite sus países, a fin de que pueda desempeñar aún con mayor eficacia su mandato. 

23. Solicitar a la Secretaría General que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo quinto período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución, cuya ejecución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.
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